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    Presentación




    Hoy asistimos a una crisis de legitimidad de la política chilena. A pesar de los sucesivos intentos por reducir este fenómeno a un asunto de corrupción, la crisis de la política vigente es mucho más profunda y tiene que ver con los moldes mismos en que se construyó la transición a la democracia. Cada día se va desvaneciendo la posibilidad de que en los marcos de la política actual se revierta la aguda mercantilización de la vida cotidiana, se logre la conquista de derechos sociales básicos y se alcance una mayor democracia social y política. La colonización del poder económico sobre la política se termina de develar como un rasgo orgánico del proceso histórico de los últimos veinticinco años.




    De nuevo la sociedad se interna en el esfuerzo por comprender el actual escenario de descomposición política como fenómeno social e histórico, más allá de sus expresiones puntuales y personales. Se trata de examinar la historia reciente del país desde un punto de vista fundamentalmente político y explorar, a partir de las posibilidades actuales, el futuro; la oportunidad de recuperar la política, de conquistar una genuina democracia y repensar la –olvidada– emancipación.




    Por espectaculares y vistosos que sean, este libro no trata los casos de corrupción ni se concentra en las variantes más extremas de la descomposición de la política. Aquellos son excesos de un fenómeno que, en lo esencial, resulta mucho más hondo y de larga gestación.




    La crisis nos llena de incertidumbre, por cierto, pero despierta también la esperanza. En la propia transformación de nuestra sociedad late la posibilidad de un nuevo Chile, producto de una maduración neoliberal inédita en el mundo. Este Chile, que se esfuerza por emerger, es resistido por los poderes actualmente dominantes, los que pactaron la salida a la dictadura.




    Aparece, entonces, de nuevo la sociedad, pero una sociedad distinta, nueva, que se presenta desnuda, con conflictos que no caben en el relato con el que se pretendió dar por superada la dictadura. Una sociedad que ofrece bases distintas para retomar las banderas democráticas que animaron las luchas del pasado, y que proyecta llevarlas más allá. Este libro es parte de ese impulso, y se escribe desde la acción en las mismas luchas y conflictos que sus páginas tratan.




    Lo nuevo no sólo parte de la crítica de lo viejo, sino de las formas en que lo viejo se explica a sí mismo. Es que esto último nos impide comprender la construcción histórica del presente e imaginar sus posibilidades. Por esta razón, a pesar de que no esté de moda, el examen del presente nos remite a un viaje por el pasado inmediato; un viaje que, en estas páginas, no seguirá la linealidad temporal de una obra escolástica, sino que irá saltando en el tiempo, con el objetivo de rastrear las construcciones que desembocan en el presente.




    El trabajo se divide en dos grandes partes: la primera recorre la sociogénesis del presente; la segunda explora sus posibilidades políticas. En ambas es necesario ir y volver del pasado: primero, para explicar el presente, y luego, para repensar lo político.




    El libro arranca con el momento en que la transición cruje por el desborde social. Un momento que rastrea hasta la olvidada «revolución pingüina» de 2006, cuando empieza el declive de la efectividad de los mitos que habían amparado el orden vigente. Aquella apariencia de firmeza política con que se desconoce un extenso malestar social sólo era en realidad el aviso desoído por una casta política cuya decadencia, en adelante, sólo se seguiría acentuando. Es que lo que se ha agotado es la arquitectura restrictiva que se fundó en la transición. De ahí que lo que sigue es examinar la transición; es decir, el proceso social y político que acabó con la dictadura, y su relación con la mitología concertacionista que le sucedería como forma de legitimación civil de las herencias de la refundación capitalista que había arrojado el pinochetismo. Así visto, los oscuros noventa relevan su compulsión por la desarticulación social y la individuación en el mercado como toda forma de modernidad y versión criolla del fin de la historia. El desencanto que viene es con esto, es decir, con un Chile posmoderno que parecía condenado para siempre a la lucha uno-contra-uno por sobrevivir en el mercado, a manos de un progresismo neoliberal cuyas recetas para endulzarlo resultaban cada vez más estériles.




    Hasta aquí el libro intenta una comprensión socio-histórica del presente, que recupera como perspectiva la idea de que la historia no brota de la nada ni se agota en sus personajes o líderes, sino que es jalonada por grupos e intereses sociales que de sus recíprocas relaciones de fuerza van imprimiendo el camino que toma la sociedad. Es de este mismo panorama social, de estos mismos intereses y pugnas, de sus contradicciones y dilemas, que es posible explorar el futuro, y con él, otros caminos posibles.




    La segunda parte del libro examina las fuerzas vivas de la sociedad y sus procesos, no ya en la perspectiva de explicarlos, sino de proyectar sus posibilidades. Y este ejercicio, fundamentalmente político, exige nuevas cuentas con el pasado. No tanto con la historia como acontecimiento, sino con la política que, en el presente, intenta proyectar la vieja sociedad, anunciándola siempre como una novedad superficial. En suma, es una revisión de las posibilidades políticas de las nuevas bases sociales y la medida en que ello remite a un ajuste de cuentas con las viejas estrategias de resistencia y transformación. Ni la Concertación ni la izquierda histórica pueden ser la forma política del Chile que emerge y pugna por más democracia; hay que pensar de nuevo. Hay que buscar otra vez la política, recuperando la idea de que ésta no se ubica sólo en el Estado ni la democracia se limita a los procesos electorales, sino que atraviesa todas las relaciones de poder en la sociedad, siendo la búsqueda por más democracia el intento de someterlas a la soberanía libre de los individuos y sus organizaciones colectivas. Tal horizonte de emancipación humana, hoy invisibilizado por el presentismo del mercado, debe animar a los nuevos sujetos sociales a reinventar su propia historia. Qué pequeño es limitarnos, volviendo a la descomposición actual de la política, a encarcelar a políticos corruptos o a escribir leyes para dificultar su incestuosa relación con el poder económico. Cuando en realidad se trata de recuperar, hoy, las luchas por libertad e igualdad de todos los tiempos y resituar en el mundo actual la promesa moderna de la autodeterminación, de la libertad, del aprovechamiento pleno de las potencialidades humanas, de terminar con la ilusión de los atajos y encarar de una vez por todas la necesidad de construir una nueva fuerza, una nueva política.




    Santiago, septiembre de 2015


  




  

    Introducción




    Vivimos tiempos revueltos. Durante treinta años los principios que nos gobernaron permanecieron blindados, pero en la última década una variopinta irrupción de pugnas sociales se tomó la palabra para cuestionarlos. Aunque todavía informes en cuanto a la dirección en la que empujan por cambios, las voces de un extendido malestar se tomaron la agenda social y cultural de la sociedad chilena, trastocando las prioridades de la agenda política e incluso amagando con plantar condicionamientos sobre la propia agenda económica, por lejos, la más blindada de todas.




    Hasta hace no mucho, las agendas que copaban la conversación nacional en cada uno de esos ámbitos permanecieron capturadas, con gran efectividad, tras los muros de las estrechas conjuras de la fronda dirigente, reducidas a la opaca y excluyente promiscuidad con que Montescos y Capuletos manejaron las riendas de la transición a la democracia. Tal era la efectividad de aquella dominación, que despertaba una confesada envidia en las elites de países vecinos. Es que se había realizado una larga y sentida aspiración de los poderosos: edificar para la política, en nombre de la democracia, una escena blindada e inaccesible.




    Como resultado, padecemos una política ensimismada y sorda a toda puja social distinta a la empresarial, una política que les dio la espalda a las aspiraciones por cambios sustantivos al modo en que organizamos nuestra forma de vivir, una política a tal punto privatizada, que su subordinación a los negocios terminó naturalizada y su corazón apenas distinguible de la propia corrupción.




    ¿Por qué y cómo fue que llegamos a esto?




    El paso de la dictadura a la democracia estuvo marcado por el afán de control más que por la voluntad de deliberación, por la desarticulación de los intereses subalternos en lugar de la apertura a un consenso social más amplio, que el solo entendimiento interno de la elite. Es que, precisamente, las condiciones del repliegue autoritario se cifraron en la continuidad de sus rasgos más profundos. Era una herencia que rechazaba la deliberación porque no soportaba la alteración de unos consensos jamás transparentados. Democracia, pero a condición de que no se constituyese un espacio público que diera cabida a la participación de intereses sociales plurales.




    De ese modo, todo lo que habitaba fuera de los muros del consenso elitario debía ser enmudecido. La defensa de la estabilidad de una transición sin deliberación sobre su sentido y orientación operaba como chantaje a cualquier pretensión de demanda social, amparada en la agitación del temor a la regresión autoritaria. Así, lo político propiamente tal quedó estrictamente distanciado y blindado de lo social.




    Pero ningún proceso es unidimensional y monolítico. La profunda reestructuración de la sociedad chilena perpetrada por la dictadura, cobijó una de las transformaciones sociales más profundas y abruptas de la historia chilena. Ello significó que junto a la brutal desarticulación de los actores sociales del viejo panorama nacional-popular chileno, las nuevas condiciones dibujaron los contornos de una nueva sociedad, de una inédita morfología del trabajo y la vida cotidiana, así como de unos horizontes culturales desconocidos, todavía en expansión.




    Este nuevo panorama social, en vez de encontrarse con una esfera política abierta a la promoción y agrupación de intereses y al ensanchamiento de los marcos de la representación política, chocó con la ausencia de una voluntad política de las autoridades civiles para abrirles espacio a sus necesidades e intereses en la marcha del país.




    Bajo los gobiernos civiles el ejercicio del poder se redujo al paradigma de la «gobernabilidad democrática», eufemismo para la dominación, la mantención de la desarticulación popular y la restricción de la democracia heredada de los militares. La política nunca advirtió el nuevo panorama social que emergía, y esa sociedad parida por la propia modernización autoritaria se le hizo incontenible. Los viejos actores sociales, léase el movimiento obrero y los gremios de las clases medias «desarrollistas», no asomaban. Su ausencia estimuló la utopía elitaria de fundar una política sin sociedad y, con eso, una economía sin sociedad.




    La ausencia de las viejas bases sociales de sustentación del paradigma democratacristiano, así como del ethos también nacional-popular socialista (y hasta comunista), animó la tentación de proclamar el fin definitivo de las luchas y crisis sociales y culturales, de pensar que fuerzas distintas a las dominantes jamás reclamarían el derecho a escribir su propia historia. Esta ensoñación conservadora sembró las condiciones para un nuevo autoritarismo, ahora inspirado en la verdad indiscutible del saber tecnocrático y en la impunidad de la producción política de la desigualdad. Se invocó al Estado, en nombre de la competencia para garantizar nichos de acumulación cuasi monopólica y en nombre de la libertad para mercantilizar nuevos territorios y ahogar la soberanía del individuo sobre su vida.




    Pero las luchas sociales retornaron. No de la mano de los sujetos conocidos ni tampoco de sus correspondientes términos de organización y de acción. La sociedad subalterna, en sus nuevas y variadas fisonomías, sacudió la ensoñación elitaria, conservadora, de los consensos cerrados de la transición. Llegaron esta vez otras fuerzas sociales inesperadas. Siempre porfiada, la historia siguió andando, sin repetirse, replanteando viejas disyuntivas, pero bajo un manto nuevo. En definitiva, de nuevo la sociedad.




    El año 2006, fue el primer gran aviso desoído de las inmensas fuerzas que se sacudían bajo la frágil corteza de la gobernabilidad democrática. De ahí, y por ignorado el aviso, enormes y diversas fuerzas se suceden, tropiezan y levantan, en su despertar a la vida, desbordando los moldes sociales, culturales y acaso también –aunque de modo todavía instintivo– interrumpiendo los mantras políticos y económicos de la transición y desobedeciendo la intención de domesticarlas bajo la camisa de fuerza del viejo clivaje dictadura-democracia.




    En la otra acera de la vida, en tanto, las fuerzas de la conservación se reagrupan y nos dicen –con una desesperación apenas disimulada– que todo vuelve a ser sólido, ofreciendo acogida al parto de nuevas opciones en sus abrazos de funeraria. Nada de ello es posible de advertir sin asumir la corrosión de la vocación social y económica del proyecto «socialdemócrata», transfigurado en el engendro del progresismo neoliberal, tan cínico como capaz de desorientar los pasos de los nuevos empeños de transformación.




    Vivimos tiempos revueltos por cambios de honduras reales y no simples bullas de ocasión, desplazamientos en las placas tectónicas de la sociedad que traen la oportunidad de transformaciones efectivas, mas no su garantía. La apertura de un nuevo ciclo histórico no puede fundarse en otras esperanzas que no sean las que puedan forjar las propias fuerzas surgidas tras este parto histórico. Fuerzas que, a su vez, no conquistarán su participación en la conducción de la sociedad sino a condición de comprender que, así como su contención y desarme han sido producidos políticamente, su plena autonomía requerirá también la refundación política de sus luchas y la actualización de sus perspectivas emancipatorias.




    De estos desvelos se habla en estas páginas.




    


  




  

    1. Tras los orígenes del descontento




    Podría parecer que todo el malestar que estalla en el año 2011, con la enorme movilización social –principal, pero no únicamente estudiantil–, resulta íntimamente relacionado al hecho que, quien está instalada en La Moneda, es la derecha política, después de más de veinte años alejada del gobierno del Estado. Podría parecer que ese hecho estuviera en el centro de la explicación de todo. Más que parecerlo, es lo que indican los relatos profusamente propagados por los ideólogos y comunicadores de la Concertación. De ese modo, es que han anunciado su retorno a La Moneda, mezclándolo soterradamente con la idea de que ya no hay necesidad de volver a esas movilizaciones y, con el consiguiente anuncio de un gran cambio, un «nuevo ciclo» que se inicia –se sugiere– barriendo con todo aquello que hizo y deshizo esa derecha al timón temporal del gobierno. Pareciera así, de la mano de estas imágenes, que se trata de un rechazo y una protesta social, cuyas raíces anidan en una dificultad de la sociedad para tolerar el gobierno de esa derecha.




    Pero lo que parece anidar en torno al origen de los procesos sociales, no es algo que se dibuje espontáneamente en el horizonte, sino que se produce. Esas imágenes se construyen por la pesada razón, que apunta a articular un relato sobre el significado político de esos procesos sociales. Y eso, en la confrontación por los cambios, les suma legitimación a unos y se la resta a otros.




    De tal modo, en aras de asegurar el avance de cambios sustantivos, en lugar de unos meramente «simbólicos», conviene examinar esta cuestión en detalle. Porque remite a un dilema que hoy resulta central, a saber, el de estimar hasta dónde alcanza la demanda real de cambios que subyace en los malestares que se manifiestan en la sociedad chilena. ¿Obedecen simplemente a la presencia de la derecha?




    Teñir este asunto –toda esta protesta y la voluntad de cambio que cobija– bajo la vieja épica anti-pinochetista, y así sucumbir, de nuevo hoy, a los chantajes políticos que se acostumbró a invocar en los años noventa para aplacar cualquier disenso con la Concertación; a lo menos arrastra el riesgo de sumir en la niebla y la manipulación, muchas continuidades que, después de cuarenta años de prácticas estatales y privadas, han terminado por explotar, a manos de una sociedad que pide arreglos más de fondo en muchos asuntos. Continuidades que, en muchos casos, las elites del Sí y el No, por igual, se dedicaron a proteger, y hasta ahondar, en esas décadas seguidas.




    En otras palabras, estimar el real alcance del malestar expresado por la sociedad es lo que, más allá de manipulaciones comunicacionales, permite establecer la hondura real de los cambios capaces de inaugurar ese anunciado «nuevo ciclo». Sólo ello permite despejar, además, si el clivaje Concertación versus Augusto Pinochet da plena cuenta de los sustratos más profundos de las demandas actuales de la sociedad chilena.




    ¿Qué es lo que ha ocurrido? ¿El profuso y extendido malestar social, hoy tan reconocido, se vincula entonces al ascenso de un gobierno de derecha? A guisa de muestra, recordemos un episodio que ilustra:




    Los estudiantes irrumpen y sacuden el restringido espacio público de la democracia. Desbordan tanto las lógicas de movilización como los propios patrones comunicacionales acostumbrados. Y concitan un enorme, realmente inusitado, apoyo social a sus demandas, en muy variados sectores de la sociedad. Superan así, con la simpatía que despiertan, unas divisiones de la sociedad que se tenían por insuperables, tanto sociales como políticas.




    Entonces, el flamante Ministro de Hacienda les espeta la negativa gubernamental a sus demandas, en una línea que, además, busca deslegitimar sus exigencias y acciones en unos términos invariablemente reiterados. Alega que, para conceder lo demandado, el Estado tiene que desproteger a los ancianos ese invierno, a los más pobres durante los próximos años, en fin, el discurso invariable del gasto social restringido por la necesidad de preservar los «equilibrios macroeconómicos», que naturaliza el hecho de que, para dar más allá de semejantes límites, tengo que sacar de acá; porque pensar en más, simplemente está vedado. Es el discurso de una forma concreta de Estado, que se ha naturalizado como la única posible: más allá del gobierno de turno, el que habla es el Estado subsidiario. Invariable, como omnipotente molde de la política posible de las últimas décadas. Así, hace aparecer a los estudiantes movilizados como unos privilegiados en la sociedad, quienes desde esa condición exigen algo fuera de lugar, ilegítimo por tanto. Pero el problema no termina ahí, pues la sociedad no lo juzga así, y no sólo mantiene sino que acrecienta su apoyo claro a los estudiantes y a otras «causas» sociales que empiezan a emerger, desafiando esas constricciones políticas del modelo de sociedad heredado de la noche autoritaria.




    Y este episodio no transcurre con la derecha política sentada en La Moneda. No es Sebastián Piñera y sus payasadas quien encabeza el gobierno, ni es 2011 el año que corre. Cierto, es el Estado subsidiario quien responde, incólume e inalterado por décadas. Pero en este caso, es a través de la Concertación en el gobierno. Es Andrés Velasco en el Ministerio de Hacienda. Es Michelle Bachelet en la presidencia. Pero no en éste, sino su anterior gobierno. Es, pues, 2006 el año que corre.




    Los estudiantes son los secundarios de aquella «revolución pingüina». Un episodio que, si no fuese por los estudiantes del 2011, se habría olvidado, como todo lo que en estas décadas no entraba en el libreto estrecho de las elites. Como todo lo que quedaba fuera de su monopolio, hasta entonces inalterado, de la producción de imágenes y relatos sobre lo que acontece en el país. Pero se olvida aquel 2006. Un olvido que, como todo olvido, no es una caja vacía, sino una caja mal llenada: una desmemoria producida a manos de un relato forjado para proteger y blindar del examen crítico abierto –y, digámoslo: democrático y plural– todo aquello que la transición define como invisible, y relegan al terreno de la naturalización.




    Aquella respuesta de Velasco –a quien ahora sindican inexplicablemente como derechista sus mismos compañeros de gobierno– sigue un libreto nada original. Velasco es inocente en términos de la paternidad de esta criatura y de su celosa protección durante todos los gobiernos de la Concertación, sin excepción. Es injusto culparlo de ello. Es el libreto que siguen todas esas autoridades que hoy están de vuelta. El mismo libreto que siguieron los gobiernos democráticos que le preceden y le suceden. Incluido con el propio Piñera. La naturalización del Estado subsidiario.




    Una política entonada hasta las náuseas durante todo un largo proceso que, más que «transición» a la democracia o cualquier forma sustantivamente nueva de modelo de desarrollo, cifra su afán de eternidad en la decisión de conservar y proyectar los pilares del modelo heredado de la etapa autoritaria.




    Como se sabe, en aquella ocasión, tal negativa terminó imponiéndose sobre las demandas sociales. En las cuentas más cortas, el año 2006 terminaba como una derrota del movimiento estudiantil y, con eso, también de otras expectativas de cambios. No obstante, el estallido de aquel año resultó ser un aviso desoído por Bachelet y por toda la elite política. Resultó ser el hecho, ignorado, de que ya empezaba allí, de manera patente y sonora, el ocaso de la efectividad del control social del pacto de la transición. Una efectividad que, a sus anchas, se pavoneara durante las postrimerías del siglo pasado y los primeros años del entrante, en medio de la agitada región latinoamericana. Era la celebrada «gobernabilidad democrática» chilena.




    Sin saberlo, era su última victoria en términos de los viejos cepos erigidos en los años noventa. Más bien, ese 2006 anunciaba la entrada de la sociedad chilena en el nuevo siglo, lo entendiera o no toda esa política de la transición. De tal suerte, las cosas volverán a explotar pocos años más tarde. Y esta vez con mayor fuerza y extensión, sacudiendo con mucha más fuerza la sordera de la política.




    El tiempo histórico, ese mismo que se declaró definitivamente detenido tan sólo una década atrás, se pone en marcha nuevamente. El apuntado «presentismo» en que había quedado atrapado el curso de las cosas, ese petrificado patinar sobre sí misma de una Historia pretendidamente congelada, parece entonces resultar sacudido en sus mismos cimientos. Estallan no sólo las pasividades sociales acostumbradas, no sólo las lealtades políticas pasivas y los conformismos culturales, tan marcados en los años noventa, sino también las trampas y las construcciones que contenían las energías sociales, unas que ahora, de más en más, pasan a desbordar relatos, imágenes, estéticas, al tiempo que políticas estatales y prácticas privadas.




    Las cosas, entonces, principian un andar hacia un futuro de lindes inciertos. La búsqueda de horizontes parece presidir, por sobre otras consideraciones, una acción heterogénea, variopinta. Una acción que, por eso mismo, resulta también reacia a cualquier reducción a patrones del siglo pasado. No sólo a muchas de las viejas utopías de emancipación, como gusta recordar el discurso de la dominación, sino también, precisamente, a esos mismos patrones de dominio que antes contenían toda esa energía e imaginación social bajo los silencios de la transición. Así, llega un andar no exento de tropiezos, pero porfiadamente reacio a dejarse dibujar como una mera réplica de lo que va dejando atrás.




    De modo que si la marca más visible de aquel «presentismo» de los años noventa –quietista por excelencia– era un sinónimo de un «desencanto» generalizado, apuntado hasta el hartazgo en los relatos en boga como la marca acaso más típica de aquel panorama; resulta que ahora, entonces, a un mismo tiempo, es sacudido y sucedido por un verdadero desencanto con aquel «desencanto».




    




    El regreso de la sociedad




    Es que, en las décadas anteriores, la sociedad chilena sufre profundas mutaciones, con sus consiguientes desgarros. No sólo aquellas duras experiencias propias de la noche dictatorial y toda su estela de terror, sino también, acaso de un modo más imperceptible pero prolongado y trascendente en sus consecuencias, nuestra sociedad vivió unos desgarradores trastornos sociales y culturales, trastornos acarreados por el cambio en los patrones de desarrollo capitalista, de una drasticidad y proyección que difícilmente se encuentran en otras experiencias latinoamericanas y mundiales, al punto de convertir a Chile en un ícono universal de la experiencia neoliberal.




    La llamada transformación neoliberal arrasó con buena parte del Chile nacional-popular. Y con eso sacudió, hasta dejarlos irreconocibles, a gran parte de los basamentos sobre los que se levantaban los imaginarios y las representaciones sociales de los grupos y clases sociales más relevantes de gran parte del siglo XX chileno. Una transformación que, al mismo tiempo que desarticula mucho de lo viejo, echa los cimientos de un panorama social muy distinto al que deja atrás. Por una parte, la sociedad chilena deja atrás un modelo de desarrollo capitalista, un tipo de Estado y una fisonomía social de clases y grupos. Mientras que, por otra parte, en la proyección que permite un contexto de estabilidad institucional y control social, así como unas sostenidas tasas de crecimiento económico, cobija entonces la emergencia sostenida de un panorama social nuevo, que trastoca el entramado de los grupos y clases sociales más expresivas de la experiencia chilena, hasta alterar las formas más básicas de la vida cotidiana. Aparecen entonces en su superficie, con más o menos fuerza y celeridad, un nuevo empresariado de conductas históricamente inéditas, un panorama desconocido del mundo del trabajo bajo agudas mutaciones que alteran la fisonomía y el peso de los sectores medios y obreros tradicionales, y hasta una desconocida reducción de la pobreza, al mismo tiempo que se multiplica la desigualdad1.




    Pero no sólo eso cambia. La propia forma de apreciar la sociedad se trastoca en este curso. A partir del giro neoliberal y los correlatos políticos que lo acompañan, muta la propia forma de asimilar el desenvolvimiento de la sociedad. Bajo el efecto de la desarticulación de los viejos grupos y clases sociales, de sus identidades y gravitaciones políticas y culturales, sucede que los actores sociales –con excepción del empresariado– caen en la invisibilidad. Por todo actor, aparte del anotado empresariado, aparecen las instituciones, sobre todo estatales, ancladas en una supuesta racionalidad ubicada por encima de los actores sociales. Instituciones que no se vinculan ya a su vieja apreciación como instancias de pactos y equilibrios, de integración, por subordinada que fuese; sino que ahora responden a una desembozada acción normativa que se presenta como responsable exclusiva –y excluyente– del desarrollo de la sociedad, del bien común, devorando cualquier pretensión de protagonismo de los actores sociales (distintos al empresariado, insisto).




    De este modo, la política –y la economía– deja de apreciarse como procesos sociales. Deja de aparecer a los ojos de los individuos como el resultado de una dinámica social, que todos componemos de uno u otro modo. Y pasa a entenderse, entonces, como algo que nos resulta dado, dirigido. Una dinámica ajena, de aparente juego «racional» de instituciones expertas, ante la cual no cabe más que la contemplación pasiva. El ciudadano reducido, sin más vínculo con la política –y los procesos de toma de decisiones– que la televisión. Es la desciudadanización.




    Así, la orientación del desarrollo de la sociedad nos resulta ajena. Ha sido expropiada de nuestro alcance. Por supuesto, se trata de una visión que no es espontánea, sino articulada por los intelectuales y publicistas cortesanos, en cuyas manos se depositan las orientaciones de los medios masivos de comunicación y de la producción ideológica. Un proceso de producción de imaginarios y relatos que se empalma con modalidades de dominio abocadas a la naturalización de las transformaciones ocurridas bajo la dictadura, y a su proyección en la etapa democrática. Transformaciones económicas e institucionales que, despojadas de sus horrores dictatoriales más impresentables internacionalmente, bajo el régimen democrático, pueden adquirir un apellido civil que permite proyectar su espíritu.




    Las condiciones sociales que hacen posible la producción de relatos que naturalizan esas continuidades de la obra «refundacional» de la dictadura en la etapa democrática radican principalmente en que, todavía en los años que siguen a la transición a la democracia, no asoman nuevos actores sociales determinantes que tengan sus raíces ancladas, ya no en el viejo panorama social en repliegue, sino en el nuevo contexto social que arroja esa gran mutación acaecida. Esto último es lo que, precisamente, empieza a cambiar sobre la mitad de la primera década del siglo entrante, con la emergencia de nuevos modos de acción y constitución social, enraizados justamente en aquellas condicionantes sociales que emergen a partir del giro neoliberal.




    Así, el conflicto social reciente termina por abrir un dilema mayor. Uno que remite a la mezcla de lo nuevo y lo viejo, que se revuelve en la puja por determinar los trazos de un nuevo ciclo histórico. Y, especialmente, esas nuevas fuerzas y sectores sociales son los que pasan a expresar las tensiones acumuladas en las décadas recientes, con la distribución de la riqueza y de las oportunidades en la sociedad, con la escuálida protección social y los magros derechos en la fisonomía democrática del país que sigue a la experiencia dictatorial. Su sello más distintivo, inédito y cargado de novedad, estriba en el hecho que, en sus modalidades de organización, de acción y discurso, el talante de las nuevas fuerzas sociales se aleja progresivamente del clivaje dictadura-democracia. Y anuncia patrones distintos de conflictividad, de expectativas y esperanzas. Unos que, por eso mismo, no son controlados con la misma eficacia por las invocaciones de los años noventa al miedo a la regresión autoritaria. Se empieza entonces a reclamar un Chile distinto, aún sin forma suficientemente definitiva, pero claramente diferente al que emanó de las manos de las élites de la transición y sus arreglos de poder.




    Quizás el ejemplo más notorio es esa crecida sostenida de protestas estudiantiles que se apartan de las identidades políticas que marcaron la transición a la democracia, y que terminan por concitar un inédito apoyo de amplias y heterogéneas franjas medias y trabajadoras. Y no sólo eso. De variopinto tipo, son muchas más las revueltas que indican la gestación de nuevas fuerzas sociales, cuyos intereses y demandas, al no contar con canales suficientes de procesamiento en la institucionalidad vigente –en su desborde– apuran una crisis de representación que alcanza todo el espectro político, cuya inmutabilidad y también su sordera se amparaban, hasta ahora efectivamente, en los límites de la transición. Se trata de una crisis que acelera el agotamiento de los términos en que se constituyó la celebrada «gobernabilidad democrática» del régimen político chileno, forjados en los pactos que prevalecen durante la transición.




    Es al calor de esos conflictos que se fragua hoy la constitución de nuevas identidades sociales y, con eso, la posibilidad de la formación de bases sociales de una nueva política. Los marcados déficits de representación política que se han traslucido con tanta intensidad en los últimos años, no provienen de la nada. Emanan de las restrictivas condiciones políticas impuestas bajo la transición a la democracia, abocadas a proyectar la desarticulación que pesa sobre los grupos sociales subalternos, como herencia de la etapa autoritaria. Pero la eficacia de esos términos restrictivos y excluyentes resulta cada vez más desgastada a medida que avanzan procesos de constitución de nuevos grupos sociales que van dejando atrás aquel panorama cuya marca principal era la desestructuración del pasado. La licencia que la desarticulación social de ese pasado permitió a la política de la transición ha comenzado a desaparecer. La novedad de las fuerzas sociales que emergen de los propios términos de la transformación capitalista experimentada no cabe en la política restringida de la transición. Salta los muros de sus relatos y sus imaginarios, y desafía sus miedos y sus estéticas. Esa novedad desconoce entonces los códigos del disfrute mezquino de los años noventa, y hoy le resulta incomprensible en sus privilegios; incluso le resulta oscuro en sus pálidos alcances culturales. Aquel «éxito» le resulta inconcebible y hasta motivo de sorna, y eso alimenta el despliegue de una frescura que estremece. Mientras la política, encerrada en su sordera ya hecha torre, sigue sin entenderlo.




    La forma de organización de la política que emerge de los pactos de la transición carece de capacidad de procesamiento institucional de los intereses, demandas y conflictos emanados de la nueva realidad social que arrojó la profunda transformación capitalista acaecida en nuestro país. Esto, precisamente, por el hecho de ampararse en la debilidad de la presión de las viejas fuerzas sociales por todo modo de procurar estabilidad.




    De tal suerte, el fin de la transición no llega de la mano de relatos elaborados por los intelectuales de la corte, sino desde el fondo de la sociedad y sus mutaciones más trascendentes Si en la magra dosis de innovación política que prima en la transición anida su eficacia inicial, frente a un entramado social marcado por la desolación que acarrea la drástica mutación neoliberal, sucede que, paradojalmente, la porfiada prolongación de ese conservadurismo, al que se terminan acomodando las fuerzas políticas democráticas, acaba por forzar el desborde de esa institucionalidad, cuando el panorama social comienza a mostrar la maduración de una acción anclada en los cimientos arrojados por esa renovación de la escena social chilena.




    Es que, si los cambios de las últimas décadas condicionan, de un lado, la configuración de una nueva alianza dominante y los propios términos de la dominación social como tal; hace otro tanto del otro lado, respecto a las formas de resistencia y de formación de fuerzas subalternas. Se trata de un proceso de transformación capitalista que modifica las propias modalidades del conflicto social. Por eso, la felicidad de las elites de la transición, tan típica de los años noventa, amparada en la ausencia de un retorno de las viejas presiones populares, se acaba con la maduración de estas nuevas fuerzas sociales.




    Al inicio de la transición, un modo del dominio centrado en la proyección sin contrapesos de los grandes grupos empresariales sobre la acción estatal resistió eficazmente una integración y participación subordinada de las clases y grupos sociales subalternos. Logró amparo efectivo en la mantención de las condiciones de desarticulación social, por todo orden posible. Así lo muestran los términos de la institucionalidad laboral, así como también los restrictivos horizontes de los derechos sociales y políticos.




    Un orden de muy reducidas posibilidades de ascenso social y, con eso, de una distintiva desigualdad que no niega, por cierto, la elevación de los niveles de ingresos de amplios sectores de la sociedad, pero que sucumbe a la presión de una aguda privatización de las condiciones de vida, propia del patrón vigente. Una situación que afecta especialmente a las nuevas franjas sociales y las termina arrojando a un malestar con el ideologismo del emprendimiento, el mérito y el esfuerzo individual, que lleva al reclamo por la ampliación y el mejoramiento de los servicios públicos. De ahí el amplio apoyo a las revueltas estudiantiles del último quinquenio, cuya extensión alcanza una inédita mayoría de la sociedad2.




    La aguda privatización de las condiciones de reproducción de la vida social, que va de la mano del desmantelamiento sin retorno de los viejos servicios sociales estatales, termina por descargar todo el costo de ello sobre el individuo, desatando un reclamo que empieza a culpar a unas expansivas modalidades privadas de acumulación, amparadas en el subsidio estatal, que inundan principalmente la educación y la salud, a través de nuevas formas de lucro, y que sustituyen el viejo espacio de la protección social. Así, estamos frente a un malestar que, en sus líneas más activas, en lugar del ámbito laboral, se moviliza más bien en torno al problema de la educación, donde emergen hoy las imágenes más ilegítimas de producción de la desigualdad y, con eso, de la injusticia.




    Esas revueltas estudiantiles, de dimensiones desconocidas para la etapa democrática, ponen en el centro de un reanimado debate público las frustraciones con las promesas de ascenso social, que ubicaban a la educación como vía privilegiada para ello. Apuntan a la falacia de la «igualdad de oportunidades», como fundamento de la competencia individual basada en el logro y el mérito personal. Esa palanca para alcanzar una mejor posición social, pese al costo y el endeudamiento que lleva, más encima no funciona ante los mecanismos poco competitivos de cierre social de la elite, un cuadro que agota la paciencia –y el miedo– sobre todo de unos nuevos sectores medios que resultan ser, precisamente, los hijos por excelencia de la modernización capitalista impulsada en años anteriores.




    De ahí que, semejante malestar escala hasta las formas institucionales y su limitada representación política, desnudando a su paso, la vaga capacidad de construcción de sentido que portan los términos de dominación cultural vigentes. La estrechez de esa institucionalidad para procesar los conflictos que emanan de estos nuevos grupos sociales empuja al desborde del actual sistema político. Un orden que no fue concebido para la organización y la promoción de intereses de la nueva sociedad, que no se planteó la construcción de modalidades legítimas de procesamiento de conflictos; sino, al contrario, se amparó en la inorganicidad social heredada de la etapa autoritaria como base para excluir a las viejas mayorías nacional-populares. En suma, un modo de la dominación que, luego de sus años de efectividad para las elites reagrupadas de la transición, termina por quedar desbordado con el despunte del nuevo milenio. Y la perplejidad que lo inunda, ante semejante retorno de la sociedad, troca la sordera inicial de la política en una más patética mudez.




    Este es uno de los dilemas centrales del nuevo ciclo político que arranca junto con el siglo XXI. Los desafíos abiertos apuntan tanto a la alianza dominante, como a las fuerzas subalternas que buscan abrir horizontes de transformación. Si la alianza dominante se resiste a abrir los canales institucionales, la conflictividad y el desborde del sistema político sólo crecerán. Al contrario, si abre espacios al nuevo panorama social para incidir sobre las orientaciones del modelo de desarrollo imperante, a restringir los grados de mercantilización y privatización de las condiciones de vida, vendrán ajustes en los patrones de acumulación del empresariado rentista. Unos nuevos equilibrios sociales que el sistema político vigente imposibilita. De ahí que tales transformaciones sociales sólo pueden tener lugar a condición de ensanchar la democracia.




    




    

      

        1 Estos temas se profundizan en Ruiz, Carlos. Conflicto social en el neoliberalismo avanzado. Análisis de clase de la revuelta estudiantil en Chile. Buenos Aires: CLACSO, 2013.


      




      

        2 Ver Ruiz, Carlos. «¿Tiene Chile un gobierno de izquierda?», 323-340. En Stolowicz, B. (Coord.). Gobiernos de izquierda en América Latina. Un balance político. Colombia: Ediciones Aurora, 2008.


      


    


  




  

    2. Una sociedad se sacude: 20061




    Tal como se venía señalando, el malestar con la educación no es simplemente un problema con la derecha, como se busca hacer creer hoy. Hay, en el año 2006, un inicio claro de todo. Son malestares de larga incubación los que terminan de brotar. El semblante del conflicto educacional estrena ese año, nuevos códigos de acción y organización, que anuncian el asomo de una nueva realidad social, que no se reduce a los marcos de la transición, al dilema dictadura-democracia que estructuraba las anteriores contiendas y sus actores, y con eso termina de evidenciar un grave déficit de representación política y las rígidas limitaciones de la política para expresar estos problemas. Tuvo un desenlace frustrado. Pero la salida conservadora que se impone entonces es la última postal de la efectividad de los cercos labrados por la transición. 2006 es, a un tiempo, la explosión y su ahogo.




    En el año 2006 –no en el 2011– irrumpe un malestar generalizado con la educación que, en su extensión, involucra a diversos grupos sociales e individuos de disímiles credos políticos, hasta alcanzar a la gente que desconfía de la política y no se identifica ni le interesa nada dentro de ella. Esa reunión de sectores de la sociedad que poco tienen en común convierte a la protesta de 2006 en la mayor sacudida al «exitoso modelo chileno».




    Tras aquel 2006, parece no haber idea que despierte mayor consenso en la sociedad chilena que aquella que reza que la educación está en crisis. Una educación donde las escuelas no son la antesala de la sociedad ni la preparación para una dinámica donde fluyen sin trabas los talentos y las capacidades, menos aún cunas de un futuro mejor, incubadoras de tiempos más plenos, sino más bien unos recintos que definen el prestigio futuro de las personas, que distribuyen posiciones en la jerarquía social, que indican quién vale más y quién menos y que, con eso, más que viabilizar la integración de la sociedad, trazan su segmentación y protegen a la elite. Una educación para la desigualdad, y no esa igualdad de oportunidades que pregona la promesa liberal.




    Bajo el reinado de la vapuleada Ley Orgánica Constitucional para la Educación (LOCE), en Chile el derecho a la educación se subordina a la «libertad de enseñanza», lo que produce, en parte, el panorama anotado. En otros países, los padres pueden elegir el colegio de sus hijos, pero el colegio no puede elegir a sus alumnos. En Chile, en nombre de la «libertad de enseñanza» y la renuencia a regulaciones que ampara dicha LOCE, los colegios marginan alumnos con calificaciones bajas y, peor aún, discriminan por origen social e incluso por las inclinaciones culturales. De esa «libertad» se trata en realidad.




    La revuelta de los estudiantes secundarios el año 2006 sacudió todo. Tocó la educación, pero también la lógica conocida de los actores sociales, sus patrones de acción, de organización y discurso, los rasgos de los liderazgos reconocidos. Alcanzó a la esfera política y de representación, a la machacada pasividad de la ciudadanía, los instrumentos de acción del gobierno y, sobre todo, a la política social del Estado. La revuelta estudiantil desata el malestar de unas frustradas aspiraciones de ascenso social, vinculadas ampliamente con la educación.




    Por primera vez en la era democrática se enjuicia una ley orgánica constitucional. De esas que, ya indica su nombre, no son una ley común sino un basamento orgánico de la Constitución de 1980, o sea, un pilar del modelo de sociedad heredado. Ninguna reforma antes tocó esos pilares. Ni siquiera cuando Ricardo Lagos anunció pomposamente una «nueva» Constitución, en absurda ceremonia, donde cambia la rúbrica de Pinochet por la suya, fechando un arribo definitivo de la democracia, que tuvo más de naturalización de las herencias dictatoriales, que de novedad.




    La movilización estudiantil estuvo a punto de desatar un terremoto constitucional. No es exagerado, si se considera que el modelo de educación está ligado íntimamente al patrón de sociedad vigente; de ahí que los dilemas de la educación tocan a las limitaciones del proyecto de sociedad imperante. El amplio consenso social tras la demanda por derogar la LOCE deviene problema superlativo para el atribulado gobierno. Por eso, cuando Bachelet anuncia que la LOCE no se deroga, que a lo más se reforma, termina por cerrar filas tras la Constitución de 1980. De ese modo, el gobierno se vio obligado a mostrar en forma hasta entonces no vista en la tradición concertacionista que, si la Constitución no cambió antes, no fue por falta de consensos ciudadanos sino por la ausencia de voluntad; es decir, que la Concertación se acomodó al orden de tal Carta Magna.




    Valga la pena recordar que la intensidad de un conflicto social no radica, como se cree a menudo, en su drasticidad, en la violencia desplegada, sino en la capacidad que tiene para involucrar otros ámbitos de la sociedad y expandirse socialmente. En ese sentido, el conflicto que los estudiantes secundarios plantearon en torno a la educación siguió ese curso: lejos de reducirlo a demandas corporativas propias de intereses de un sector específico de la sociedad, ganan legitimidad involucrando otras problemáticas hasta expresar malestares mucho más amplios, carentes de otras vías de representación.




    De modo que en este curso asoman nuevos fenómenos. Lo más visible es la emergencia del movimiento secundario, la llamativa novedad de sus rasgos, su inédita amplitud social, su sorprendente desapego a las identidades políticas conocidas. El extenso apoyo alcanzado, no sólo entre los grupos populares, sino abierto a muchos sectores medios, añade nuevas dimensiones al malestar. El problema mismo de la educación y la medida en que, bajo los patrones culturales vigentes, enjuicia rasgos de la sociedad como las barreras que frenan el ascenso social, la inexistencia de un auténtico régimen meritocrático, la frustración que produce el incumplimiento de la promesa liberal de ascenso a partir de la educación. Así, la «revolución pingüina» llamó la atención sobre los grados reales de representación de la política, el carácter y alcance efectivo de las políticas sociales del Estado, y el malestar de importantes sectores medios con los mecanismos con que la elite impide el ascenso social.




    Es la atractiva novedad del movimiento «pingüino». Una generación que, de un plumazo, barre mitos que parecían inamovibles, como esa repetida idea de que la juventud de esta era, de implacable cultura posmoderna, resulta intrínsecamente desinteresada en la «cosa pública», eminentemente enajenada detrás del consumo y la satisfacción individual, inalterablemente presa de la pasividad. Y no sólo se tomó las calles, sino que secuestró la mismísima agenda política del país. Más consistente que el «momento Tunick»2 que poco antes se emplea para ilustrar el cambio cultural de la sociedad, este momento pingüino sustituye el desnudo por el uniforme escolar y descoloca el discurso sobre la extendida satisfacción social con el consumo. En su lugar, para sorpresa del relato actual, irrumpen escolares organizados que parten pidiendo un carnet gratis y terminan exigiendo escribir las leyes que reformen la educación pública chilena.




    Se suponía que, bajo la cultura vigente, la tecnología era un medio de enajenación, sobre todo en las franjas juveniles. Pero con estos jóvenes la tecnología debuta como arma en la protesta social. Es irónico que, un año antes, entre los desvelos del Ministro de Educación figura la reticencia de los jóvenes a inscribirse en los registros electorales, la que –en pauta habitual– llevó al gobierno a llamar a «expertos» a integrar una «comisión», cuya imaginación confirmó que los estudiantes chilenos tenían una pésima educación cívica y evacuó medidas para enseñarles el sistema institucional y motivarlos a mirar más allá de sus pequeños intereses. Sin embargo, antes que pudieran implementar tales recomendaciones, estalló la paciencia adolescente.




    Al contrario, el grado en que la generación pingüina aparece conectada al interés colectivo concita la atención de la sociedad. No coincide con el discurso que exalta la capacidad estructurante del consumo y la irrefrenable expansión del individualismo. Estos jóvenes muestran que los procesos de desarrollo de identidad no terminan en asuntos relacionados con el destino personal, sino que implican tomar posición, asumir un punto de vista sobre la sociedad en que se vive. De esta manera, se derrumba la propagada argumentación acerca del sometimiento inevitable de estos jóvenes a la ansiedad consumista, a la asociación del prestigio y la autoestima con dicho consumo, a la medida en que esa alienación constituía un efectivo mecanismo de domesticación, un eficaz dispositivo de dominio, gracias a su intrínseca conexión con el placer y la satisfacción inmediata del deseo. Un ideario sobre el grado en que, en la cultura posmoderna –al decir de Tomás Moulian3–, la identidad del Yo se forja a través de los objetos, una suerte de «decorado del Yo» atado a ellos, que da cuenta de un estatus, que se confunde, en definitiva, con los atributos del Yo: el consumo como deseo-placer y como construcción del sí mismo. Los jóvenes de esta generación ponen en cuestión la idea del consumo como fuente fundamental de realización humana, capaz de moldear una forma pasiva de relación entre el mundo y la vida, cuyo desideratum resulta ser un individuo espectador y no actor de los acontecimientos, encerrado en el mundo privado, de un modo por completo incapaz de advertir cómo se manifiestan en la vida cotidiana los modos vigentes del poder. En resumen, se había naturalizado un curso de privatización que reducía drásticamente el campo de la experiencia social; en donde lo que se extiende es más bien un deseo ansioso de «normalidad» en el que, incluso quienes anhelan una ampliación democrática, subordinan el cambio a la mantención de esa normalidad, por precaria e ilusoria que sea, prefiriendo no saber nada de nada, pues cualquier información aumenta la imprevisibilidad y, con eso, la incertidumbre; una suerte de impermeabilización con la que la gente cree protegerse del mundo externo. Ahora bien, este discurso no explica la mutación repentina, en el año 2006, de estos ciudadanos que habían sido reducidos a la condición de telespectadores, en activos participantes en posesión de un discurso articulado.




    Se les apunta como «hijos de la democracia». Nacidos entre 1989 y 1990, no conocieron la dictadura ni heredaron el temor a las movilizaciones sociales, que marcó los años noventa. De ahí la determinación a exigir sus derechos: a discutir, tener opinión propia, a cuestionar y protestar. Crecieron escuchando que tienen derecho a una educación de calidad, pero no la tienen. La combinación del interés colectivo y la determinación a exigir sus derechos los lleva de la frustración a la movilización y a que ésta escale a dimensiones más trascendentes.




    Aunque los soportes de este fenómeno no acaban en la voluntad. El esquema de asambleas y vocerías, presiones y negociaciones, la combinación de una agenda «corta» y otra «larga», que debuta con aquellos jóvenes, marca los movimientos sociales siguientes. Una novedad ligada –ellos mismos lo remarcan– a una mirada crítica sobre las experiencias anteriores. De ahí emana la búsqueda de una mayor amplitud social y política, al tiempo que una relación de independencia con las entidades políticas habidas.




    Pero no surge de la noche a la mañana un grupo social capaz de sostener una prolongada demanda política de envergadura nacional, de soportar la presión de los medios de comunicación y el propio gobierno por dividirlos, deslegitimar sus objetivos y hasta criminalizar su accionar. Ni tampoco es fruto del azar la capacidad que tiene este grupo para negociar y resistir el aislamiento. Hay un paso de demandas particularistas a problemas que involucran a amplias franjas sociales, derivados de los dilemas creados por la expansión mercantil de las últimas décadas sobre los procesos de reproducción social, bajo una aguda privatización –en salud, pensiones o la propia educación– que limita la capacidad del individuo para forjar certidumbres sobre la propia vida cotidiana. Son condiciones para la protesta social muy distintas de aquellas propias del clivaje dictadura-democracia. De ahí que el mérito estriba en apropiarse de esas nuevas condiciones, y no se reduce a la pura la voluntad, por más que ésta cuente innegablemente.




    De ahí también, lo descolocado que queda el mundo político de la transición ante un conflicto que toca nuevas fibras, dirigidas al meollo de la expansión mercantil reciente y los dilemas que acarrea. Y al frente, unos jóvenes elocuentes con discursos bien articulados, que hablan con propiedad de la LOCE, los quórums requeridos para modificar leyes, que discuten en asambleas y forjan acuerdos por mayorías, y negocian de igual a igual con las autoridades. Aunque es exagerado atribuir, de forma general, criterios igualitaristas al movimiento secundario; precisamente, uno de sus mayores éxitos está en esa inédita dosis de heterogeneidad, social e ideológica, en que el ethos igualitarista cohabita con el malestar por la ausencia de condiciones parejas de competencia.




    El movimiento secundario del año 2006 recogió expectativas de participación y equidad que la propia campaña presidencial de Bachelet había aludido en forma reiterada. Sin su posterior frustración, no se explica la conmoción social que produce. Eso está latente en la sociedad chilena. Y aun cuando muchos, con algo de razón, juzguen frustrado el desenlace final y la recomposición del control social, la revuelta pingüina marcó un hito de gran proyección en la construcción de actores sociales y en la elaboración de un malestar en amplios sectores de la sociedad con las modalidades que asume la expansión mercantil reciente.




    La sociedad sale de su marasmo y la política se descoloca




    Mucho se ha repetido que este es un tiempo de desmemoria. Los teóricos del posmodernismo señalan que estaríamos prisioneros de una suerte de «presentismo» en que, por un lado, el pasado se esfuma rápidamente y, por otro, el futuro se diluye bajo la carencia de proyectos y, con eso, el sentido mismo de la vida. Que la vida queda ineluctablemente enclaustrada en su inmediatez; que, a lo más, hay una sumatoria de eventualidades, pero resultaría imposible elaborar un horizonte trascendental –un imaginario colectivo o utopía– por medio del cual la sociedad puede ser concebida y construida como obra de todos. Que, por eso mismo, el tiempo se vive como una secuencia de acontecimientos, coyunturas que no alcanzan a cristalizar en una «duración», es decir, en un período estructurado de pasado, presente y futuro. Que vivimos en un presente continuo, un tiempo sin horizonte, donde el problema de fondo es que ninguna experiencia logra crearse, más allá de la retórica del momento, un horizonte de futuro. Que prima, más bien, una ansiedad por lo nuevo, lo efímero, la moda. Que se borra el pasado y, con eso, la perspectiva histórica que daba contexto a la actualidad. Condensando el tiempo en un solo presente, entonces, la vida social deviene una superficie plana, un aceleramiento del tiempo en cuyo vértigo ya nada se afirma. De ahí que la cultura posmoderna aparece como una crisis de identidad.




    De acuerdo a esta particular mirada, ¿cómo afirmar la identidad en un presente recurrente? Cómo hacerlo en una temporalidad en que el individuo queda atrapado en una existencia desarticulada, donde los diferentes elementos desconectados no se estructuran en una secuencia con sentido, en un presente perpetuo. En tal ausencia de un sentimiento de identidad, se podría pensar que el individuo no sólo es nadie, sino que tampoco hace nada. Para superarlo tendría que tener proyecto, y eso implicaría comprometerse a cierta continuidad. Es cierto que, al romperse las continuidades temporales mediante las cuales se seleccionan y ordenan los distintos aspectos de la vida, la visión de mundo deviene plana, indiferenciada: un agregado abrumador de elementos yuxtapuestos. Si el individuo no procesa el presente, tiene una experiencia más intensa, pero finalmente agobiante. En la imposibilidad de dimensionar el presente, sucumbe a una inmediatez sin fondo, tal como apuntaba la inquietud de Norbert Lechner4 en los albores de la transición.
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